	Fecha
	21 de diciembre de 1953
	Sesión número
	59

	Motivo: Amparo

	Recurrentes: ARTURO NELSON WATSON, ALBINO GÓMEZ VITA, VICENTE BANTAN BANTAN, VITALIA CHACÓN RODRÍGUEZ

	Recurrido: MINISTERIO DE GOBERNACIÓN, GOBERNADOR DE LIMÓN

	Objeto del recurso: Los recurrentes objetan el cierre de sendos negocios en Limón.

	Respuesta del recurrido: El Ministro aduce no haber dado orden de cierre; el Gobernador aclara que ya puso fin a la situación alegada.

	Parte dispositiva
	Sin lugar en cuanto al Ministerio (lo impugnado no es un acto propio) y (cesaron los efectos del acto). VS de los Magistrados Ramírez, Elizondo, Valle, Cordero y Acosta. Los Magistrados Guardia, Quirós y Chacón Pacheco ponen nota.


N° 59
Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y tres, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Ávila, Cordero, Castillo, Trejos, Sanabria, Bejarano, Acosta, Fernández Porras y los suplentes Jiménez Alpízar y Chacón Pacheco.
Artículo IV
Se conoció de los recursos de Amparo establecidos por ARTURO NELSON WATSON, ALBINO GÓMEZ VITA, VICENTE BANTAN BANTAN y VITALIA CHACÓN RODRÍGUEZ contra el señor Ministro de Gobernación y el señor Gobernador interino de Limón, por estimar que estos funcionarios violaron el artículo 46 de la Constitución Política, al disponer el cierre de sus negocios, ubicados en la ciudad de Limón uno, y otros en las inmediaciones de la misma.

El señor Ministro negó el cargo, toda vez que él no dio instrucciones en el sentido indicado, pues explica que posiblemente el señor Gobernador interino de Limón malinterpretó una circular del Ministerio.
Solicitado que fue el informe respectivo al señor Gobernador, éste lo rindió en su oportunidad, manifestando que, previa reunión con los interesados, se había ordenado abrir las cantinas que habían sido cerradas con motivo de la Circular expedida por el señor Ministro de Gobernación, sobre prostíbulos.

Discutidos los diversos casos, se dispuso: declarar sin lugar los recursos en cuanto se refieren al señor Ministro de Gobernación, licenciado Fernando Volio Sancho, por constar de su informe que él no ordenó el cierre de los establecimientos de que se trata; y archivarlos en cuanto se dirigen contra quien servía como Gobernador interino de Limón, señor Enrique Arrázola Posada, por cuanto consta que ya se puso fin a la situación sobre la que reclaman los recurrentes y no es posible, en consecuencia, restablecerlos en el goce de un derecho de que actualmente disfrutan. Aun en el supuesto, muy discutible, de que el párrafo segundo del artículo 15 de la Ley de Amparo, obligue a resolver en el fondo el recurso cuando se tenga conocimiento de que han “cesado los efectos del acto reclamado” para que la sentencia que lo acoja surta los de “prevenir al funcionario o empleado que no debe incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el recurso y que de proceder de modo contrario cometerá el delito previsto  y penado por el artículo 18”, tal prevención, si se estimaran de recibo las demandas de que se trata, resultaría ineficaz en el caso concreto, por cuanto el señor Arrázola dejó de servir el cargo de Gobernador, y al que hoy lo desempeña no es posible hacerle prevención por un hecho en que no tuvo participación (doctrina del artículo 18 de la Ley de la materia).
El Magistrado Ramírez se pronunció por la improcedencia de los recursos interpuestos, en cuanto se refieren al señor Ministro de Gobernación, de acuerdo con las mismas razones expuestas por la mayoría; y porque aquellos fueran archivados, en cuanto se dirigen contra el Gobernador de Limón, en virtud de aparecer de los informes respectivos que los recurrentes ya fueron restituidos en sus derechos constitucionales por la propia autoridad que ordenó el cierre de sus establecimientos de licores; pero al propio tiempo manifestó que debía hacerse al Gobernador de Limón la prevención a que alude el párrafo segundo del artículo 15 de la Ley de Amparo, porque, en su concepto, la libertad de comercio de los quejosos fue restringida ilegalmente, en cuanto se refiere al cierre absoluto de sus cantinas, infringiéndose de ese modo la garantía individual prevista en el artículo 46 de la Constitución Política.
El Magistrado Elizondo manifestó: “Una cuestión previa, de carácter doctrinario, debe aclararse antes de entrar a resolver el fondo del recurso, dada la diversidad de opiniones que, en cuanto al punto, se suscitó en este Tribunal: es la de si, por haber cesado los efectos del acto reclamado respecto a los quejosos, los recursos por ellos interpuestos han de ser archivados por su innecesidad actual. El infrascrito Magistrado opina que el hecho de que el señor Ministro de Gobernación ordenara la reapertura de los establecimientos de licores cerrados, no desobliga a esta Corte de resolver el fondo de la cuestión planteada por los quejosos, a fin de darle aplicación, en caso de procedencia de sus recursos, al párrafo segundo del artículo 15 de la Ley de Amparo, que establece: ‘Si al declararse con lugar el Amparo hubieren cesado los efectos del acto reclamado o este se hubiera consumado de modo que no sea posible restablecer al recurrente en el goce de su derecho constitucional, los efectos de la sentencia serán los de prevenir al funcionario o empleado que no debe incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger el recurso, y que de proceder de modo contrario, cometería el delito previsto y penado por el artículo 18 de esta ley, todo sin perjuicio de las demás responsabilidades en que ya hubiere incurrido”. La letra, clara en este texto legal, traduce a perfección la mente del legislador, que bien compenetrado de lo que es en esencia una garantía constitucional dentro de un régimen democrático; consciente de que su poder protector del individuo tiene la trascendencia de asegurar la estabilidad social y de hacer posible la vida republicana, y que la violación de una de esas garantías en un particular afecta a todos los demás ciudadanos que integran la colectividad, por la inseguridad que les produce en el goce de sus respectivos derechos, ha estimado que el derecho violado, aun restablecido para el individuo afectado, no se reintegra en lo social mientras no sea prevenida la autoridad infractora para que se abstenga en lo sucesivo de incurrir en nuevos actos u omisiones de la especie de los que dieron mérito para acoger el recurso. Es por esa razón que, debiéndose a entrar a resolver los reclamos en estudio, y vistos el informe rendido por el señor Ministro de Gobernación y la información levantada por el señor Juez Penal de Limón a instancia de esta corte, que el infrascrito, aunque cesados los hechos que motivaron los reclamos de los quejosos, considera que deben declararse con lugar sus recursos y hacérsele al Gobernador de Limón las prevenciones a que se refiere el párrafo segundo del artículo 15 de la Ley de Amparo—concretados a que debe de abstenerse de ordenar cerrar establecimientos de patentados de licores en lo futuro en tanto cumplan las disposiciones de la respectiva ley, y no mantengan mujeres públicas alojadas en sus dependencias—, ya que es evidente que contra la garantía que establece el artículo 46 de la Constitución Política, dicho funcionario ordenó el cierre de los establecimientos de licores de los reclamantes, pues del informe rendido a esta Corte por el señor Ministro de Gobernación, resulta que éste no dio orden concreta de cerrar dichos establecimientos, sino que las instrucciones que circuló a las autoridades respectivas fueron las de cooperar en la campaña moralizadora que ha emprendido ese Ministerio, haciendo aplicar las leyes de la República que tiendan a ese fin; que dicho Gobernador, interpretando con criterio individual tales instrucciones ministeriales, hizo aplicación de ellas a los quejosos, a quienes llamó a su oficina el viernes 20 de noviembre último para prevenirles que debían desalojar de los locales de sus establecimientos de licores a las prostitutas que ejercieran el oficio o vivieran en dependencias de los mismos, conviniendo con dichos quejosos en darles un plazo para cumplir ese desalojamiento hasta el día 23 del mismo mes; y que no obstante ese plazo concedido, hizo ejecutar la orden de desalojamiento al día siguiente, sábado veintiuno, obedeciendo a un acuerdo municipal, a pesar de que ya algunos de los patentados habían despedido a las prostitutas y ya no se encontraban mujeres en los locales de los establecimientos, como se deriva de lo que ha declarado el Comandante de Plaza y de la Guardia Civil del lugar, Mayor don Jorge Villalobos Arias. Y confirma que fue equivocado e ilegal el proceder del señor Gobernador el hecho mismo de que su superior, el Ministro de Gobernación, ordenó la reapertura de los establecimientos cerrados”.
Los Magistrados Valle, Cordero y Acosta, se pronunciaron por la procedencia de los recursos, y al efecto expusieron: “De lo actuado resulta que la Gobernación de Limón, en cumplimiento de las instrucciones recibidas del Ministerio respectivo, previno a los dueños de cantinas y restaurantes instalados en Limón que se retiraran de dichos establecimientos las mujeres que allí vivían ejerciendo la prostitución. En vista de tal prevención los propietarios de esos negocios despidieron a dichas mujeres, colocándose así dentro de los términos de la ley y de la orden impartida por el Ministerio de Gobernación, con el saludable propósito de hacer efectiva la campaña moralizadora que en tan buena hora se ha iniciado. La presencia permanente de mujeres en esos sitios provoca escándalos con el inevitable cortejo de males que eso acarrea. En ese aspecto, los suscritos consideran que la medida fue justa y legal; lo primero, porque lleva en sí el propósito de proteger a la sociedad de esos desmanes; y lo segundo, porque la ley expresamente prohíbe esa promiscuidad de negocios. Pero en lo que considera que hubo mala ejecución de las órdenes fue en ordenar el cierre de los negocios, no obstante que las mujeres ya no vivían en ellos. Es decir, ya se habían retirado de sus locales. Cumplida por parte de los comerciantes la conminatoria que se les hizo por la Gobernación para que hicieran desalojar a las mujeres, no había razón alguna para cerrar los establecimientos; y en ese aspecto, juzgan los suscritos que hubo una extralimitación de parte de la autoridad. Por esas razones, y de conformidad con el párrafo segundo del artículo 15 de la Ley de Amparo número 1161 de junio de 1950, procede declarar con lugar el recurso interpuesto por los indicados patentados, y como ya los efectos de la medida dictada atentatoria emitida por la Gobernación han cesado, puesto que autorizaron reabrir las cantinas y restaurantes dichos, lo que procede es, de conformidad con ese texto legal, prevenir a la referida Gobernación que se abstenga de repetir ese hecho que consagra la garantía constitucional que autoriza el libre comercio. Mientras los patentados no alberguen en sus establecimientos prostitutas, o no se produzcan en esos establecimientos escándalos que justifiquen una medida drástica, no puede la Gobernación ni ninguna otra autoridad ordenar el cierre. Por tanto, nuestro voto es declarar con lugar el recurso en cuanto dispuso la Gobernación de Limón cerrar los establecimientos comerciales cuando ya no había en ellos mujeres; y prevenir a dicha autoridad abstenerse de tomar medidas similares mientras tales negocios hagan su tráfico dentro de la moral y de la ley”.
Los Magistrados Guardia, Quirós y Chacón Pacheco expusieron que, a su juicio, no era el caso de archivar los recursos, por cuanto la autoridad de la cual emanó la orden de cierre de los establecimientos de los quejosos hubiera cesado en el ejercicio de sus funciones, porque el acto no pierde sus efectos por esa circunstancia, debiendo entrarse a examinar los recursos, los cuales estiman improcedentes, porque la orden que le dio origen no es arbitraria, toda vez que se funda en que al amparo de las patentes de licores se explotaba la prostitución, lo que se comprueba con diversos documentos de prueba aportados; y porque la libertad que establece el artículo 46 de la Constitución es la del comercio lícito, carácter que no tiene el que originó la orden en referencia.
